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			Presentación 
La participación como 
reto y como incógnita 
Jorge Urdánoz 

			La participación es uno de los dos corazones de la democracia. El otro lo conforman los derechos. Garantizados ciertos derechos, la democracia es el régimen político en el que la soberanía está repartida entre toda la ciudadanía, a partes iguales. Y sólo mediante la participación de los ciudadanos puede existir y tomar forma el poder, que por definición —por definición democrática, se entiende— es participado. 

			En nuestros actuales ordenamientos constitucionales, el modo privilegiado mediante el que se encauza la participación es el electoral. Cada año elegimos a nuestros representantes, y son ellos los que realmente participan del poder, esto es, los que realmente gobiernan. Nuestros modelos son por eso representativos. La representación es así un instituto dual, jánico. Por un lado, ella misma se nutre de la participación (electoral) de la ciudadanía, y sólo es un correlato de ésta. Pero, por otro, sólo exige de esa participación que se pronuncie cada cuatro años, y en el interregno no parece necesitar de ella. Eso explica que uno de los eslóganes más coreados por los movimientos de los indignados fuera el de «no nos representan». Que es como gritar a los parlamentos que, en realidad, no están participados por la ciudadanía, sino por otras entidades. Una acusación muy grave en términos de legitimidad democrática.

			Si la representación falla, ¿no hay alternativa? Este libro se ocupa de esa pregunta, una pregunta fundamental en nuestros días. En los tiempos de la Atenas clásica la participación era directa. En los de los Estados-nación típicos del siglo XX, la participación tomaba forma mediante representantes. En el siglo XXI y en los tiempos venideros, todo apunta a que el reto es encontrar un tipo de participación acorde con el nuevo escenario globalizado y postsoberanía. En ese sentido, nuestra época parece ser —como esos cuatro años que transcurren entre elección y elección— también un interregno. Sabemos de dónde venimos, pero no está muy claro hacia qué tipo de modelo democrático nos encaminamos. 

			Hay, sin embargo, pistas que pueden iluminar la dirección a seguir. Aunque nuestras democracias sean eminentemente representativas, no lo son completamente. Con más o menos hechura, dejan siempre un margen para otro tipo de participación, que los teóricos suelen denominar «directa». En nuestro caso, el artículo 23 de la Constitución de 1978 reza que «los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes». Ese «directamente» configura por tanto un tipo de participación que no es la electoral, y que es perfectamente constitucional. 

			Un espacio, lo sabemos, que puede ser mayor o menor. En muchas ocasiones los manuales —y los activistas— dibujan un escenario dicotómico: por un lado, estarían las democracias representativas; por otro, las directas. Pero eso nunca ha sido así. Todas las democracias son representativas, pero algunas, además, introducen en la estructura representativa niveles de participación directa con mayor o menor intensidad. California y Suiza son un extremo, el tipo de democracias que más espacio dejan a la participación directa. 

			En California, desde 1974, han celebrado nada menos que unos trescientos referéndums. Sobre todo tipo de cuestiones, desde legalizar la marihuana hasta modificar su Constitución, pasando por obligar a los actores de las películas porno a llevar condones y otras medidas profilácticas. He dicho «referéndums», pero ellos les llaman de otro modo: «iniciativas». Su realidad institucional, mucho más rica que la nuestra, se refleja lógicamente en el lenguaje. Lo que nosotros denominamos «referéndums» ellos lo separan en «iniciativas», votaciones que ha iniciado la propia gente mediante un número de firmas que obliga jurídicamente a convocarlas, y «referéndums», un vocablo que se refiere a la votación popular no iniciada por la gente, sino solicitada por el propio parlamento. Nuestra indigencia institucional empírica tiene como consecuencia inevitable una correlativa pobreza terminológica. Nosotros ni siquiera tenemos vocablos que diferencien ambas cosas. Allí han celebrado, así, unas 300 iniciativas… y además unos 400 referéndums. 

			En ese mismo espacio de tiempo, en España hemos celebrado dos referéndums. Somos el otro extremo: democracias parlamentarias que casi no dejan espacio a la participación directa. A esos dos tristes referéndums hay que añadir otro dato desolador, el de las Iniciativas Legislativas Populares. De nuevo, sólo dos han conseguido plasmarse en ley. En cuarenta años. 

			Además de ese tipo de participación directa en el corazón de la soberanía del Estado, por así decir, existe otra. La denominada «democracia participativa» tiene que ver sobre todo con la textura activa de la sociedad en sí, y no tanto con lo específicamente político. Y en ese tipo de experiencias de empoderamiento es donde posiblemente se va a dibujar el futuro de la participación, más que en referéndums y consultas, que a la postre no son más que el broche final de una movilización anterior, social, que es la realmente importante. Este libro nos enseña por dónde pueden ir los caminos de la participación en el mundo global y cuáles son las nuevas sendas que se van dibujando. Todavía no vemos el paisaje, cierto, pero Cristina Monge y Raúl Oliván ya nos señalan algunas de las pistas que conforman el camino. El camino que conduce hacia el tipo de participación del futuro o, lo que es lo mismo, hacia la democracia del mañana. 

		


		
			¿A quién NO le interesa 
la participación? 

			La respuesta requiere una explicación, pero nos atrevemos a lanzarla ya: a los idiotas y a los que anhelan el autoritarismo. 

			En España, como en Francia, en Estados Unidos y en prácticamente la totalidad de los países occidentales, la respuesta a la crisis que estalló en 2008 se hizo visible cuando calles y plazas se fueron llenando de una multitud que exigía mayor protagonismo político y desafiaba a los representantes públicos al grito de «No nos representan». Se trataba de miles de jóvenes, cuyo futuro se había oscurecido de repente. Estaban acompañados de sus padres, a quienes invadía también una sensación de fracaso generacional y, en cierto modo, estafa colectiva. Habían criado a sus hijos convenciéndoles de que, con estudio y esfuerzo, seguirían disfrutando de la prosperidad, estabilidad y seguridad en que habían crecido e incluso podrían mejorar tales condiciones, como les había ocurrido a ellos mismos. Pero de repente la crisis no sólo truncó esas expectativas, sino que dejó al descubierto un horizonte de inestabilidad e incertidumbre. El espejismo de la línea ascendente y recta del progreso se había acabado.

			Aquel movimiento de los indignados, o 15M, era la respuesta tanto a malestares y reivindicaciones previas formuladas por movimientos sociales, como a desencantos e impotencias ante la crisis, y sobre todo ante la gestión de la crisis. Cuando la movilización saltó de la red a la calle, en España el paro había alcanzado el 22%, y llegaba hasta el 47% entre los jóvenes. La percepción de que la crisis se estaba gestionando en beneficio «de los de arriba» llevó a miles de personas a romper el inmovilismo que se había instalado en una sociedad cada vez más apática, cuyo capital social se encontraba fuertemente erosionado y en la que se había instalado la máxima neoliberal There is no alternative. Los indignados y las indignadas gritaban «¡Sí, se puede!». ¿El qué se podía? Buscar la alternativa. 

			En esta línea, tanto el 15M en España como otros movimientos similares en otras partes del mundo supusieron el redescubrimiento de la potencialidad de la acción colectiva. Esto supuso reabrir muchos de los grandes debates de la filosofía política con el objetivo de repensar y actualizar ideas como la función y los límites de la representación democrática, la noción de legitimidad política, etc., y subyaciendo a todo ello, el concepto de participación ciudadana. 

			Mientras esto ocurría, pensadores preocupados por lo colectivo estaban elaborando propuestas en la misma línea. Pierre Rosanvallon desarrollaba el concepto de democracia de apropiación para describir una democracia basada en procesos de implicación social —tanto colectiva como personal— en los asuntos comunes, trascendiendo la separación entre gobernantes y gobernados propia de la democracia representativa.  

			Rosanvallon considera que en los últimos dos siglos la democracia ha evolucionado hacia la concentración, con la elección como momento central de conformación de la voluntad general. Sin embargo, en la actualidad, el movimiento opera en sentido contrario, en lo que él llama una lógica de «diseminación, difracción y multiplicación»,1 lo que supone una mayor distribución del poder y más complejidad en todos los ámbitos de lo común, lo público y lo colectivo. 

			Para paliar la creciente distancia entre gobernantes y gobernados, Rosanvallon propone incrementar el control mediante una reapropiación social y permanente del poder, para lo que son necesarios tres elementos: La actividad ciudadana —que debe partir del principio de desconfianza—, los organismos de democracia indirecta y el imperativo moral de conducta democrática de los gobernantes.

			En esta propuesta se trata de crear una democracia permanente, en contraposición al carácter puntual de las convocatorias electorales, y apuesta por relativizar y completar el principio mayoritario al plantear exigencias más intensas de inclusión. El objetivo, afirma, es pasar de una democracia intermitente —que sólo se da en el momento electoral—, a una permanente; y de una democracia de delegación, a una democracia de implicación. 

			La democracia para Rosanvallon no es sólo un régimen político, sino que va más allá, para proponer toda una forma de sociedad fundada en la convicción de que sin sociedades democráticas no habrá Estados democráticos. 

			Se trata, en definitiva, de una llamada a la «repolitización» y al debate tanto del consenso como del disenso, ejercicio para el cual las organizaciones tradicionales de la sociedad fordista —los partidos tradicionales, los sindicatos, etc.—, no disponen de herramientas. 

			Esta democracia de apropiación se construye sobre tres elementos centrales: legibilidad entendida como accesibilidad a la información para generar más y mejor conocimiento, responsabilidad como equivalente a rendición de cuentas, y una disposición ética de sinceridad e integridad por parte de los gobernantes. 

			La idea de open data se acuñó para conmemorar la entrada en esta nueva era del derecho a la información y la democracia como algo simultáneo. Aunque el principio es a menudo celebrado, el acceso a los datos es todavía objeto de fuertes resistencias. La lucha ciudadana en este terreno es para la democracia de apropiación lo que fue la conquista del sufragio universal para la democracia de expresión.2

			Bajo los epígrafes de «democracia de apropiación» o «democracia de ejercicio», Rosanvallon expresa la idea de acortar la distancia entre gobernantes y gobernados mediante el conocimiento. Es decir, a través de un flujo continuo de información legible y útil que permita a los gobernantes ejercer su responsabilidad y dar cuenta de ella, interactuando directamente con la pluralidad social más allá del parlamento y los partidos políticos aprovechando las posibilidades que abre internet. Aboga, por tanto, por un nuevo poder social basado en la capacitation o empowerment de la sociedad en su conjunto para poder constituir esta nueva arquitectura del poder y hacer frente al desafío que supondría.

			¿Es nuevo este debate?

			Cuando hoy asociamos innovación y «democracia cool» a la idea de participación, en el fondo estamos haciendo un profundo ejercicio de adanismo, o al menos de ingenuidad. La discusión sobre el papel que la ciudadanía debe tener en una sociedad democrática ha sido consustancial a la propia idea de democracia desde el principio de los tiempos. En la antigua Atenas, donde todos los ciudadanos —que no ciudadanas, dado que las mujeres no gozaban de tal condición—, iguales y con el mismo derecho a intervenir, tomaban decisiones por mayoría en la Asamblea, el modelo de «democracia directa» fue el que se impuso hasta la llegada de la democracia representativa de manos de la Revolución americana, si bien desde la caída de Atenas en el 322 a. C. no ha existido en Occidente ninguna otra experiencia que se pueda considerar, de forma plena, una democracia directa. Eran los tiempos en los que aquellos que no querían tomar parte en los asuntos públicos eran llamados «idiotés».

			El pensamiento liberal desarrolló su idea de la democracia representativa en la tensión entre la protección de los derechos de los ciudadanos frente al Estado y la necesidad de contar con su consentimiento para legitimar la acción de los gobernantes. Para ello necesitaba que el Estado se mantuviera al margen de los asuntos de la vida privada, y que la ciudadanía legitimara el sistema mediante la participación electoral, la adscripción a partidos políticos y asociaciones y, en caso necesario, puntuales protestas autorizadas. Esta noción profundamente individualista estaba influida por tres elementos de la filosofía social y política de la Edad Moderna: el contractualismo de los siglos XVII y XVIII, el nacimiento de la economía política que da protagonismo al homo oeconomicus en lugar del politikon zoon, y la filosofía utilitarista que parte de estados individuales. En este marco, la participación era entendida como consentimiento del individuo para incorporarse a una sociedad, para entregar a ella parte de su libertad, y para someterse a las reglas de la mayoría. 

			Aunque hoy nos resulte extraño y contracíclico, en aquel momento la democracia representativa era un símbolo de modernidad, frente a la democracia participativa identificada con el mundo antiguo. Resulta llamativo leer a pensadores como Stuart Mill hablando de esta distinción entre la «democracia de los modernos» y la «de los antiguos».

			El Gobierno del pueblo reunido es un resto de barbarie contrario a todo el espíritu de la vida moderna; sin embargo, la marcha de las instituciones inglesas ha sido hasta tal punto obra de la casualidad que esa forma primitiva de gobierno local ha subsistido por regla general para los asuntos municipales hasta la generación presente, y, como no ha sido nunca legalmente abolido, es probable que exista todavía intacta en gran número de parroquias rurales.3

			La idea de participación fue evolucionando gracias a otros pensadores, como Rousseau, para el que la democracia ideal es la democracia directa, dado que 

			Tan pronto como el servicio público deja de ser el principal asunto de los ciudadanos, y tan pronto como prefieren servir con su bolsa antes que con su persona, el Estado está ya cerca de su ruina. ¿Hay que ir al combate? Pagan a tropas y se quedan en sus casas. ¿Hay que ir al consejo? Nombran diputados y se quedan en sus casas. A fuerza de pereza y de dinero, tienen en última instancia soldados para sojuzgar a la patria y representantes para venderla.4

			No obstante, no podemos olvidar que para él no formaban parte de la ciudadanía ni las mujeres —dado que su capacidad para establecer juicios sanos se veía enturbiada por las pasiones—, ni los pobres, porque la propia idea de ciudadanía dependía de la posesión de una pequeña propiedad o de la independencia de otros. Ser ciudadano significaba ser varón y propietario.

			Una visión diferente, pero igualmente relevante, de la idea de participación la encontramos en Tocqueville, para quien la única democracia posible era la liberal, amparada en una sociedad cuyo primer valor es la igualdad y su mayor riesgo la tiranía de la mayoría. Para paliarlo, recurre a las herramientas propias del liberalismo: gobierno limitado y responsable, división de poderes, descentralización…, pero añadiendo a esto una sociedad civil activa que por medio de sus asociaciones consiguiera que los individuos aislados y atomizados ante el nuevo Leviatán pudieran dotarse de la fuerza necesaria para contenerlo.

			Siguiendo por el camino de distintas acepciones de participación, nos topamos enseguida con la Comuna de París, que es para Marx la apropiación de lo público por parte del pueblo como alternativa a un Estado propio de la sociedad industrial, testigo del antagonismo de clase y salvaguarda de los privilegios del capital. En su obra La Guerra civil en Francia, Marx relata las tensiones que se generan en torno a la Comuna de París, y manifiesta ya una clara división entre un parlamentarismo preocupado por salvaguardar y defender los intereses de la «clase dominante», frente a la Comuna, símbolo de participación y de apropiación por parte de las clases trabajadoras, que resalta ideas como las de responsabilidad y revocabilidad.

			Este modelo debía extenderse, según la propuesta de Marx, al conjunto del país, trazando una red formada por gobiernos «de productores para productores», protegidos por milicias populares, y que culminaría en la representación de la Asamblea Nacional, regida por mandato imperativo y por el principio de revocabilidad. Esa Asamblea Nacional ya no se distancia ni diferencia de la sociedad civil, sino que es el foro donde se encuentran los representantes de esos consejos repartidos por todo el territorio francés: «En vez de decidir una vez cada tres o seis años qué miembros de la clase dominante han de representar y aplastar al pueblo en el parlamento, el sufragio universal habría de servir al pueblo organizado en comunas».5

			Especial contribución al debate sobre la participación en democracia han hecho las corrientes pluralistas. Si las democracias liberales ponen el acento en la defensa de la libertad individual, el imperio de la ley, la democracia representativa y parlamentaria, el pluralismo enfatiza esa identidad plural, propia de la modernidad líquida de la que habla Bauman, donde se intenta integrar, mediante la deliberación, a distintas culturas y formas de pensamiento. Esta visión desde el pluralismo supone que: 

			las sociedades, en su legitimidad democrática, sean conversación, que frente a la neutralidad propia de la indiferencia participen en un proceso de deliberación y diálogo en una dinámica de construcción permanente tal que les permita recoger el sentido expresado en la diferencia.6

			En un recorrido por el debate entre Proudhon y Marx, que será determinante para entender la apuesta estatalista de la izquierda en el futuro, el profesor Lacasta pone de relieve la opción de Proudhon por «un programa común, muy ajustado a los movimientos sociales y políticos que dieron lugar al 48»,7 convencido de que los cambios sociales los realizan las multitudes y no los enfrentamientos de clase. Su apuesta por el pluralismo, su crítica a los límites del sufragio como forma de elección de representantes y su preocupación por las formas de participación política proponen un sugerente enfoque que se puede encontrar después en movimientos como el de los indignados.

			Partiendo de dos fuentes de referencia —la teoría de la democracia americana de Madison y las concepciones utilitaristas de la búsqueda competitiva de la satisfacción de intereses—, el pluralismo evolucionará hacia una especie de corporativismo en la década de los años setenta del siglo xx, que abrirá un nuevo aspecto en el debate sobre la participación. 

			En este contexto, Held desarrolla el principio de autonomía entendido como un proceso de doble democratización del Estado y de la sociedad, que denomina «autonomía democrática» o «socialismo liberal». Para garantizar el funcionamiento de la democracia, debe contarse al menos con estas condiciones: la disponibilidad de información para garantizar decisiones informadas, la regulación del mercado, de los bienes y el trabajo, la reducción de centros de poder, una voluntad de innovar en el diseño organizativo institucional y la «responsabilidad colectiva de las tareas mundanas y reducción al mínimo del trabajo rutinario».8

			En este modelo, Held hace suyos los elementos que Dahl plantea en su clásico A prefacy to democracy, poniendo el énfasis en los siguientes aspectos que, como se verá, tienen mucha relación con debates contemporáneos sobre los requisitos para una participación que ayude a mejorar la calidad democrática: votos de igual valor, apuesta por una participación efectiva a lo largo de todo el proceso de toma de decisiones, comprensión bien informada, y finalmente el control de la agenda por parte de la ciudadanía. 
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¢Se puede medir la calidad de la democracia?
¢Estamos correctamente representados con el actual
sistema electoral? ;Ha de reformarse la constitucion?
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La serie Mas Democracia procura responder
a estas y otras preguntas en clave divulgativa,
y sefala cuestiones decisivas para entender tanto
el mundo actual como los retos que plantea
la politica institucionalizada.

Se trata de un proyecto editorial surgido gracias
a la colaboracién con una plataforma ciudadana
que lleva el mismo nombre que la serie y que
persigue luchar contra la actual perplejidad politica
a la vez que promocionar, fomentar y desarrollar
los valores y principios democraticos.
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